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ocasión del pago de la sanción moratoria y, si a ello hubiere lugar, adelantar las demás 
acciones legales y disciplinarias correspondientes, en contra de quien dé lugar a la 
configuración de la sanción moratoria, con el fin de que se recuperen las sumas pagadas 
por el incumplimiento de los términos previstos en el presente decreto.

Las Entidades Territoriales Certificadas y la sociedad fiduciaria, como particular que 
ejerce funciones públicas y sus funcionarios, deben cumplir y atender las disposiciones 
contenidas en el presente decreto y las demás disposiciones legales que regulan la materia.

Artículo 5°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de su publicación, modifica 
los artículos 2.4.4.2.3.2.1, 2.4.4.2.3.2.2, 2.4.4.2.3.2.3, 2.4.4.2.3.2.22, 2.4.4.2.3.2.24, 
2.4.4.2.3.2.25, 2.4.4.2.3.2.27, 2.4.4.2.3.2.28 y 2.4.4.2.3.3.2; subroga los artículos 
2.4.4.2.3.2.29 y 2.4.4.2.3.2.30; adiciona los artículos 2.4.4.2.3.2.31 y 2.4.4.2.3.2.32, y 
deroga los artículos 2.4.4.2.3.2.23 y 2.4.4.2.3.2.26 del Decreto 1075 de 2015. 

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 1° de junio de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
La Ministra de Educación Nacional,

María Victoria Angulo González.
El Ministro del Trabajo,

Ángel Custodio Cabrera Báez.

Ministerio de ViVienda, 
 ciudad y territorio

Decretos

DECRETO NÚMERO 949 DE 2022

(junio 1°)
por el cual se modifica el artículo 2.2.2.1.5.2.2 del Decreto número 1077 de 2015 Único 
Reglamentario del Sector Vivienda, Ciudad y Territorio, en relación con los proyectos y/o 
programas de renovación urbana a partir de los cuales se determina el valor máximo de 

la vivienda de interés social y la vivienda de interés prioritario.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 

constitucionales y legales, y en especial las conferidas en el numeral 11 del artículo 189 de 
la Constitución Política y en desarrollo del artículo 85 de la Ley 1955 de 2019 y,

CONSIDERANDO:
Que el artículo 91 de la Ley 388 de 1997 indica que en cada Plan Nacional de 

Desarrollo el Gobierno Nacional establecerá el tipo y precio máximo de las soluciones 
destinadas a estos hogares teniendo en cuenta, entre otros aspectos, las características del 
déficit habitacional, las posibilidades de acceso al crédito de los hogares, las condiciones 
de la oferta, el monto de recursos de crédito disponibles por parte del sector financiero y la 
suma de fondos del Estado destinados a los programas de vivienda;

Que conforme a lo anterior, mediante el artículo 85 de la Ley 1955 de 2019 se 
definieron los valores máximos de las viviendas de interés social y viviendas de interés 
prioritario, estableciendo que tratándose de programas y/o proyectos de renovación 
urbana, la vivienda de interés social podrá tener un precio superior a los ciento treinta y 
cinco salarios mínimos mensuales legales vigentes (135 smmlv), sin que este exceda los 
ciento setenta y cinco salarios mínimos mensuales legales vigentes (175 smmlv), y que la 
vivienda de interés prioritario en renovación urbana podrá tener un precio superior a los 
noventa salarios mínimos mensuales legales vigentes (90 smmlv), sin que este exceda los 
ciento diez salarios mínimos mensuales legales vigentes (110 smmlv);

Que el artículo 2.2.1.1 del Decreto número 1077 de 2015 define el tratamiento de 
renovación urbana como las determinaciones del componente urbano del Plan de 
Ordenamiento Territorial, que están encaminadas a recuperar y/o transformar las áreas 
ya desarrolladas de las ciudades, entre otros fines, para, detener los procesos de deterioro 
físico y ambiental de los centros urbanos; promover el aprovechamiento intensivo de 
la infraestructura pública existente; impulsar la densificación racional de áreas para 
vivienda y otros usos, o garantizar la conveniente rehabilitación de los bienes históricos 
y culturales, todo con miras a una utilización más eficiente de los inmuebles urbanos y 
con mayor beneficio para la comunidad. Este tratamiento podrá desarrollarse mediante las 
modalidades de reactivación y redesarrollo;

Que mediante el Decreto número 46 de 2020 se modificaron las disposiciones del 
Decreto número 1077 de 2015 en relación con los precios máximos de la Vivienda de 
Interés Social y la Vivienda de Interés Prioritario;

Que el artículo 2.2.5.6.1.2. del Decreto número 1077 de 2015 adicionado por el artículo 
1° del Decreto número 1382 de 2020, define los proyectos estratégicos de renovación 
urbana como aquellos contemplados en el Plan de Ordenamiento Territorial o en los 
instrumentos que lo desarrollen o complementen, y en el Plan de Desarrollo del respectivo 
municipio o distrito;

Que con el objeto de incentivar la ejecución de proyectos de vivienda de interés social 
y prioritario dentro del marco de la autonomía territorial es necesario señalar que dichos 
montos se aplican también a programas y proyectos de renovación urbana establecidos en 

el respectivo plan de ordenamiento territorial sin que se vincule directamente al tratamiento 
urbanístico de renovación urbana, garantizando que los términos de la disposición están 
acordes con lo señalado en el inciso segundo del artículo 85 de la Ley 1955 de 2019;

Que, en mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 2.2.2.1.5.2.2 de la Subsección 2 de la Sección 
5 del Capítulo 1 del Título 2 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto Único Reglamentario 
número 1077 de 2015 del sector Vivienda, Ciudad y Territorio, el cual quedará así:

“Artículo 2.2.2.1.5.2.2. Características de la Vivienda de Interés Social (VIS) y 
de Interés Social Prioritario (VIP) que se desarrollen en programas y/o proyectos de 
renovación urbana o áreas de tratamiento de renovación urbana. Cuando se trate de 
planes de Vivienda de Interés Social (VIS) que superen los ciento treinta y cinco (135) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, o los ciento cincuenta (150) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, cuando tales planes se ubiquen en los municipios y 
distritos establecidos en el Título 9 de la Parte 1 del Libro 2 del presente decreto, con el 
límite de ciento setenta y cinco salarios mínimos mensuales legales vigentes (175 smmlv) 
y/o de Vivienda de Interés Prioritario (VIP) que tenga un precio superior a noventa (90) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes sin que este exceda los ciento diez (110) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, que se desarrollen en suelos que se rigen 
por el tratamiento de renovación urbana en cualquiera de sus modalidades o en programas 
y/o proyectos de renovación urbana definidos en los respectivos planes de ordenamiento 
territorial. El Plan de Ordenamiento Territorial, las operaciones urbanas integrales, el 
Plan Parcial y/o en la reglamentación del área con tratamiento de renovación urbana 
respectivo, o, programa y/o proyectos de renovación urbana definido en el respectivo Plan 
de Ordenamiento Territorial que se adopten independiente de su tratamiento, se deberán 
establecer como mínimo los siguientes requisitos:

1. Características básicas de la vivienda. Las características básicas de las 
viviendas de este valor deben incluir como mínimo las siguientes:

a) El área de construcción mínima de la vivienda;
b) Cuota de estacionamientos privados;
c) Áreas de equipamiento comunal privado (destinado al servicio de los 

copropietarios) según los requerimientos definidos por el Plan de Ordenamiento Territorial. 
No se contabilizarán las áreas correspondientes a circulaciones vehiculares, cuartos de 
máquinas o de mantenimiento, subestaciones, cuartos de basura y similares, así como los 
corredores y demás zonas de circulación cubierta, necesarias para acceder a las unidades 
privadas, cuando se sometan al régimen de propiedad horizontal.

2. Requisitos de los programas y/o proyectos de renovación urbana. Los 
planes de vivienda de interés social y/o vivienda de interés prioritario que se desarrollen 
en programas y/o proyectos de renovación urbana contemplados en los planes de 
ordenamiento territorial, o, en áreas con tratamiento de renovación urbana, deberán 
articularse al planteamiento general de la operación prevista en el Plan de Ordenamiento 
Territorial o el Plan Parcial y/o los instrumentos que los desarrollen y/o complementen, 
promoviendo el mejoramiento de la calidad de las condiciones urbanísticas del área, para 
lo cual deberán cumplir, por lo menos, con las siguientes condiciones:

a) Promover la densificación del área a intervenir aquellas áreas reguladas 
por el citado tratamiento con proyectos integrales que garanticen la construcción de 
equipamientos y/o servicios complementarios y/o de espacio público;

b) Garantizar la prestación adecuada y eficiente de los servicios públicos 
domiciliarios con las densidades y/o aprovechamientos propuestos;

c) Prever un adecuado uso y manejo del ambiente y de los recursos naturales;
d) Promover la protección e integración de las áreas de conservación y protección 

ambiental, de acuerdo con lo que defina el respectivo Plan de Ordenamiento Territorial;
e) Cuando vinculen Bienes de Interés Cultural se deberá garantizar la adopción 

de las normas urbanísticas propias del régimen aplicable a este tipo de inmuebles, de 
conformidad con lo previsto en la Ley General de Cultura, sin perjuicio de que se pueda 
promover su rehabilitación bien sea para vivienda o para sostenibilidad del Patrimonio 
Cultural;

f) Fomentar la rehabilitación de edificaciones bien sea para vivienda o para otros 
usos complementarios, en el marco de las dinámicas económicas de las zonas objeto del 
plan parcial y/o el proyecto de renovación urbana;

g) Articular la vivienda de interés social con la infraestructura para el sistema vial 
de transporte, preferiblemente con los corredores troncales de transporte masivo, con el fin 
de facilitar el acceso de la población de menores ingresos al servicio de transporte público 
colectivo;

h) Promover y generar redes de movilidad accesibles para personas con discapacidad 
y dificultades de locomoción a partir de la eliminación de barreras físicas;

i) Mejorar los estándares cualitativos de espacio público, buscando incrementar 
la calidad, dotación y mejor aprovechamiento de los espacios públicos existentes. Se 
podrán incorporar al sistema de espacio público zonas privadas afectas o con vocación 
al uso público, y estas se contabilizarán como parte del espacio público requerido para el 
desarrollo del proyecto;
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j) Garantizar los sistemas de equipamientos colectivos que suplan las necesidades 
de la nueva población que se incorpora a la zona, por el desarrollo del proyecto;

k) Incorporar determinantes de gestión y prevención del riesgo para los sectores 
que el plan de ordenamiento territorial haya identificado como de riesgo mitigable alto o 
medio, de origen geotécnico o hidrológico. Las medidas de prevención y mitigación serán 
responsabilidad de los diseñadores y urbanizadores responsables, y deberán incluirse en la 
licencia de urbanización en la modalidad de reurbanización y/o de construcción respectiva.

3. Condiciones para la participación de las entidades vinculadas a la política 
de vivienda y para la aplicación de recursos del Subsidio Familiar de Vivienda. Las 
viviendas de interés social cuyo valor exceda los ciento treinta y cinco (135) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, o los ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes cuando se ubiquen en los municipios y distritos establecidos en el 
Título 9 de la Parte 1 del Libro 2 del presente decreto, no serán objeto de la aplicación del 
subsidio familiar de vivienda ni de los beneficios o incentivos que se establezcan para la 
adquisición de Vivienda de Interés Social o Vivienda de Interés Prioritario, sin perjuicio 
de los demás beneficios otorgados para el desarrollo de este tipo de vivienda.

Parágrafo 1°. Las condiciones de que trata el numeral 2 del presente artículo 
serán igualmente exigibles a cualquier plan parcial de renovación urbana, aun cuando 
contemplen programas y/o proyectos de vivienda de interés social y o de interés prioritario 
que no superen los rangos señalados en el presente artículo.

Parágrafo 2°. En el caso de predios incluidos en planes parciales, el cumplimiento de 
los requisitos de los programas y/o proyectos de renovación urbana de que trata el numeral 
2 del presente artículo, debe corresponder al reparto equitativo de cargas y beneficios.

Parágrafo 3°. Entiéndase por programas y/o proyectos de renovación urbana aquellos 
contemplados en el Plan de Ordenamiento Territorial del respectivo municipio, así como 
en los instrumentos que lo desarrollen o complementen.

Artículo 2°. El presente decreto rige a partir de su publicación y modifica el artículo 
2.2.2.1.5.2.2 del Decreto número 1077 de 2015 y deroga las disposiciones que le sean 
contrarias.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 1° de junio de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
La Ministra de Vivienda, Ciudad y Territorio,

Susana Correa Borrero.

Ministerio de transPorte

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 20223040030355 DE 2022

(mayo 31)
por la cual se modifica el numeral 2 del Anexo I de la Resolución número 217 de 2014 
“Por la cual se reglamenta la expedición de los certificados de aptitud física, mental y de 
coordinación motriz para la conducción de vehículos y se dictan otras disposiciones” del 

Ministerio de Transporte; y se dictan otras disposiciones.
La Ministra de Transporte, en uso de sus facultades constitucionales y legales, 

especialmente las conferidas por el artículo 1° de la Ley 769 de 2002, modificado por 
el artículo 1° de la Ley 1383 de 2010, el literal e) del artículo 18 de la Ley 769 de 2002 
modificado por el artículo 195 del Decreto ley 019 de 2012 y los numerales 6.2 y 6.3 del 
artículo 6° del Decreto número 087 de 2011 y,

CONSIDERANDO:
Que el artículo 1° de la Ley 769 de 2002 Código Nacional de Tránsito Terrestre, 

modificado por el artículo 1° de la Ley 1383 del 2010, determina que en desarrollo 
de lo establecido en el artículo 24 de la Constitución Política, todo colombiano tiene 
derecho a circular libremente por el territorio nacional, pero sujeto a la intervención 
y reglamentación de las autoridades para garantía de la seguridad y comodidad de los 
habitantes, especialmente de los peatones y de los discapacitados físicos y mentales;

Que adicionalmente, el artículo 1° de la citada ley, dispone que el Ministerio de 
Transporte como autoridad suprema de tránsito define, orienta, vigila e inspecciona la 
ejecución de la política pública nacional en materia de tránsito;

Que a su vez el artículo 18 de la Ley 769 de 2002, modificado por el artículo 115 del 
Decreto

ley 019 de 2012, establece que la licencia de conducción habilita a su titular para 
conducir vehículos automotores de acuerdo con las categorías que para cada modalidad 
establezca la reglamentación que adopte el Ministerio de Transporte, estipulando 
claramente si se trata de un conductor de servicio público o particular;

Que, en este sentido, el artículo 19 de la Ley 769 de 2002, modificado por el artículo 
119 del Decreto ley 2106 de 2019, establece los requisitos para obtener una licencia 
de conducción para vehículos automotores, determinando entre otros, en el literal e) 
la exigencia de presentar certificado de aptitud física, mental y de coordinación motriz 

para conducir expedido por una Institución Prestadora de Salud o como un Centro de 
Reconocimiento de Conductores, registrado ante el RUNT;

Que adicionalmente, el parágrafo del artículo 19 de la Ley 769 de 2002 señala que 
“Para obtener la licencia de conducción por primera vez, o la recategorización, o la 
renovación de la misma, se debe demostrar ante las autoridades de tránsito la aptitud 
física, mental y de coordinación motriz, valiéndose para su valoración de los medios 
tecnológicos sistematizados y digitalizados requeridos, que permitan medir y evaluar 
dentro de los rangos establecidos por el Ministerio de Transporte según los parámetros 
y límites internacionales entre otros: las capacidades de visión y orientación auditiva, la 
agudeza visual y campimetría, los tiempos de reacción y recuperación al encandilamiento, 
la capacidad de coordinación entre la aceleración y el frenado, la coordinación integral 
motriz de la persona, la discriminación de colores y la podría (sic) horizontal y vertical”;

Que el artículo 28 de la Ley 769 de 2002, modificado por el artículo 8° de la Ley 
1383 de 2010, establece que “para que un vehículo pueda transitar por el territorio 
nacional, debe garantizar como mínimo un perfecto funcionamiento de frenos, del 
sistema de dirección, del sistema de suspensión, del sistema de señales visuales y audibles 
permitidas y el sistema de escape de gases; y demostrar un estado adecuado de llantas, del 
conjunto de vidrios de seguridad y de los espejos y cumplir con las normas de emisiones 
contaminantes que establezcan las autoridades ambientales”;

Que a su vez, el artículo 50 de la Ley 769 de 2002, modificado por el artículo 10 
de la Ley 1383 de 2010, determinó que por “razones de seguridad vial y de protección 
al ambiente, el propietario o tenedor del vehículo de placas nacionales o extranjeras, 
que transite por el territorio nacional, tendrá la obligación de mantenerlo en óptimas 
condiciones mecánicas, ambientales y de seguridad”;

Que mediante el artículo 4° de la Ley 982 de 2005, “Por la cual se establecen normas 
tendientes a la equiparación de oportunidades para las personas sordas y sordociegas y se 
dictan otras disposiciones”, se estableció la obligación del estado de garantizar y proveer 
la ayuda de intérpretes y guías intérprete idóneos para que sea este un medio a través del 
cual las personas sordas y sordociegas puedan acceder a todos los servicios que como 
ciudadanos colombianos les confiere la Constitución;

Que mediante la Ley 1618 de 2013 “Por medio de la cual se establecen las 
disposiciones para garantizar el pleno ejercicio de los derechos de las personas con 
discapacidad”, se tiene como objeto el garantizar y asegurar el ejercicio efectivo de los 
derechos de las personas con discapacidad, mediante la adopción de medidas de inclusión, 
acción afirmativa y de ajustes razonables;

Que conforme a lo determinado en el numeral 8 del artículo 2° de la ley anteriormente 
citada, se debe realizar la inclusión en políticas públicas de medidas efectivas para asegurar 
que se adelanten acciones ajustadas a las características particulares de las personas o 
grupos poblacionales, tendientes a garantizar el ejercicio efectivo de sus derechos acorde 
con necesidades de protección propias y específicas;

Que el artículo 2° de la Ley 1702 de 2013 “Por la cual se crea la Agencia Nacional 
de Seguridad Vial y se dictan otras disposiciones”, establece que la Agencia Nacional 
de Seguridad Vial, es la máxima autoridad para la aplicación de las políticas y medidas 
de seguridad vial nacional, coordina los organismos y entidades públicas y privadas 
comprometidas con la seguridad vial e implementa el plan de acción de la seguridad vial 
del Gobierno; su misión es prevenir y reducir los accidentes de tránsito;

Que el numeral 4.6 del artículo 9° de la Ley 1702 de 2013, establece para la Agencia 
Nacional de Seguridad Vial, entre otras funciones, la relacionada con “definir los criterios 
de evaluación y las modificaciones que sean necesarias desde el punto de vista de la 
seguridad vial, para actualizar las reglas y condiciones en la formación académica y la 
realización de los exámenes de evaluación física y de conocimientos teóricos y prácticos, 
que deberán cumplir los aspirantes a obtener, recategorizar o revalidar una licencia de 
conducción”;

Que el numeral 3 del artículo 3° de la Ley 1955 de 2019 “Por el cual se expide el 
Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”, 
determina que, como resultado final, el Plan busca la igualdad de oportunidades para 
todos, por medio de una política social moderna orientada a lograr la inclusión social 
y la inclusión productiva de los colombianos, y que se centra en las familias como los 
principales vehículos para la construcción de lazos de solidaridad y de tejido social. Así 
las cosas, establece el Pacto por la inclusión de todas las personas con discapacidad, con 
el cual se busca cumplir con el objetivo de brindar mayores condiciones con las que se 
permita acelerar el cambio social;

Que mediante la Resolución número 1500 de 2005 “Por la cual se reglamentan las 
categorías de la Licencia de Conducción, de conformidad con el artículo 20 de la Ley 769 
de 2002”, modificada por la Resolución número 35 de 2006, el Ministerio de Transporte 
reglamentó las categorías de licencia de conducción para vehículos automotores de servicio 
particular con las nomenclaturas A1, A2, B1, B2, B3; y para los vehículos automotores de 
servicio público dispuso las nomenclaturas C1, C2 y C3;

Que mediante la Resolución número 217 de 2014, “Por la cual reglamenta la expedición 
de los certificados de aptitud física, mental y de coordinación motriz para la conducción de 
vehículos y se dictan otras disposiciones”, modificada por las Resoluciones números 5228 
de 2016, 1298 de 2018 y 20203040011355 de 2020, el Ministerio de Transporte estableció 
la evaluación de la idoneidad de una persona por los medios científicos, técnicos, escritos, 
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